En la Ciudad de Mar del Plata, a los 21 días del mes de mayo del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa V-1117-BB1 “CORTÉS, EDUARDO FRANCISCO c. MINISTERIO DE OBRAS Y SERVICIOS PUBLICOS s. SERVIDUMBRES ADMINISTRATIVAS”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli y Sardo, y considerando los siguientes:
ANTECEDENTES

I. El entonces titular del Juzgado de Primera Instancia N° 1 en lo Contencioso Administrativo del Departamento Judicial Bahía Blanca dictó sentencia, declarando constituida -a favor de la Dirección Provincial de Energía, dependiente del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos de la Provincia de Buenos Aires- la servidumbre administrativa de gasoducto que recae sobre el inmueble designado con la matrícula 12.468 (7) del partido de Bahía Blanca (Sup. 26 has., 10 as., 13 cas.), afectado por el gasoducto “Cerri-CTBB”, conforme plano agregado a fs. 22 del expediente administrativo N° 2.403-1.416/02, alcance N° 21/03, ordenando –consecuentemente- su toma de razón en el Registro de la Propiedad Inmueble de la Provincia de Buenos Aires. Asimismo, impuso a la accionada la obligación de indemnizar al actor el importe resultante de la tasación producida por el perito de su parte y que asciende a la suma de $ 120.128,80, dentro del plazo de cuarenta y cinco (45) días, contados a partir de que quede firme el pronunciamiento. Por otra parte, rechazó el planteo de inconstitucionalidad del art. 51 del C.P.C.A. –por la inaplicabilidad de tal dispositivo en el caso- e impuso las costas del proceso a la parte accionada, dada su objetiva condición de vencida (art. 68 del C.P.C.C.). Difirió la regulación de honorarios para su oportunidad (cfr. fs. 56/61, sent. del 28-8-2009).

II. Contra dicho pronunciamiento se alzó la parte accionada, mediante recurso de apelación interpuesto a fs. 65, en los términos del art. 20 de la ley 8.398 (11-9-2008).

III. Dicho recurso fue concedido en relación (ver proveído del 17-9-2008, fs. 66), siendo elevado a la alzada con fecha 10-10-2008 (cfr. fs. 71).

IV. Recibidas las actuaciones en esta Cámara de Apelación (fs. 71 infra), por auto de fecha 04-11-2008 (fs. 72) se pusieron los autos a disposición de las partes por Secretaría -por el plazo de tres (3) días-, a los efectos de la presentación del memorial de apelación (conf. art. 22 de la ley 8.398).

V. Habiendo transcurrido dicho plazo sin que el apelante haya presentado su argumentación recursiva, y pasados –consecuentemente- los Autos al Acuerdo para el dictado de Sentencia (fs. 72), corresponde plantear las siguientes:

CUESTIONES

Teniendo en cuenta que el apelante no presentó su memorial de agravios,

1. ¿Corresponde igualmente declarar la admisibilidad formal del recurso de apelación deducido por su parte contra la sentencia de grado?

En caso afirmativo, 

2. ¿Es posible efectuar una revisión ex novo del pronunciamiento apelado?

Resuelto ello,

3. ¿Qué pronunciamiento corresponderá –en su caso- dictar?

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

Brindaré respuesta afirmativa al interrogante planteado.

1. De la lectura del escrito presentado a fs. 65, se observa que la accionada no dotó a su apelación de fundamentación alguna, limitándose a exteriorizar su mera voluntad de recurrir la sentencia de grado. Por su parte, y una vez radicados los autos ante esta alzada, no acompañó la memoria de agravios dentro del plazo de tres (3) días conferido a tal efecto por auto de presidencia de fecha 04-11-2008 (cfr. fs. 72).

2. Es principio rector en materia impugnativa que la ausencia de toda fundamentación conduce –de ordinario- a la deserción del recurso de apelación deducido, por cuanto trátase de un acto procesal vacuo de contenido y contrario a aquellas normas rituales que imponen -en cabeza del apelante- la carga ineludible de efectuar una crítica concreta y razonada de las partes del fallo que reputa equivocadas (argto. art. 260 del C.P.C.C.; arts. 56 inc. 2°, 77 y ccds. del C.P.C.C.; arg. doct. esta Cámara causa G-744-NE1 “Acacio”, res. del 25-IX-2008). Empero, en procesos como el aquí examinado, mal podría exigirse la observancia irrestricta de aquel postulado procesal, desde que la normativa concreta y específica que lo regula (vgr. leyes 8.398; 10.540; 5.708), ha pergeñado un sistema atípico y excepcional en materia recursiva, en el que la presentación del memorial de agravios –léase argumentación del recurso de apelación deducido- no constituye más que una mera facultad del recurrente.

Ello así pues, versando los presentes actuados sobre la constitución de una servidumbre administrativa de gasoducto, resulta de aplicación al caso el art. 22 de la ley 8.398 (argto. art. 2° ley 10.540), cuyo texto dispone: “Concedida la apelación, los autos se elevarán de oficio a la Cámara, que los pondrá en Secretaría a disposición de las partes por tres (3) días. Dentro de dicho plazo las partes podrán presentar un memorial que se agregará con simple nota de Secretaría, vencido el mismo la Cámara llamara autos para sentencia”.

De tal modo concluyo –observando la doctrina legal vigente para casos afines (véase régimen recursivo de la ley general de expropiaciones N° 5.708; art. 33)- que la presentación del memorial de agravios que autoriza el art. 22 de la ley 8.398 constituye una facultad del apelante, estando el Tribunal de alzada obligado a revisar la decisión impugnada aún cuando no se haya presentado dicha pieza. En este último supuesto, no corresponderá atenerse a la limitación impuesta por el art. 260 del C.P.C.C., toda vez que la formulación expresa y suficiente de los agravios, reitero, no constituye un recaudo imperativo en la especie, desde que la ley 8.398 –servidumbre de electroducto- (aplicable al caso por reenvío del art. 2 de la ley 10.540 -servidumbre de gasoducto-) contiene reglas específicas, concretas y determinadas en materia de apelación (argto. doct. S.C.B.A. causas Ac. 39.824 “Cinturón Ecológico A.M.S.E”, sent. del 11-X-1988; C. 92.126 “Los Juanes S.A.”, sent. del 18-XI-2008).

Sentado ello, y por lo demás, el recurso de apelación de fs. 65 resulta formalmente procedente, en tanto fue deducido contra la sentencia definitiva dictada en la causa, por quien es parte legitimada en el pleito, por ante el juzgado de origen y dentro de los plazos procesales establecidos a tal efecto (arts. 20, 22 ley 8.398; art. 2° ley 10.540).

Voto, consecuentemente, por la afirmativa.

La señora Juez doctora Sardo, por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, vota la primera cuestión por la afirmativa.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

1. Despejado el interrogante inicial, y ante el palmario vacío argumental que porta el recurso incoado, encuentro necesario –como cuestión liminar y previa a cualquier consideración relativa al fondo del asunto- trazar los límites dentro de los cuales esta alzada podrá, y por consiguiente deberá, efectuar la revisión del fallo impugnado.
Se impone entonces, como premisa insoslayable, un ejercicio conciliador que armonice los dos aspectos rituales que cohabitan en la especie; por un lado, las particulares reglas procesales que -en materia de apelación- contiene el ya mentado art. 22 de la ley 8.398; por el otro, la operatividad cierta y efectiva del principio dispositivo, postulado cardinal que enmarca, delimita y condiciona la labor del órgano jurisdiccional en su conjunto (arts. 163 inc. 6°, 354 y ccds. del C.P.C.C.; art. 35 ley 8.398).

Por ello, a mi modo de ver, y a la luz de los conceptos esbozados, esta Alzada deberá limitarse –en lo exclusivo- al estudio de aquellas cuestiones que, habiendo sido controvertidas por la hoy recurrente en su contestación de demanda (cfr. fs. 16/21), mantengan -al día de la fecha- idéntica condición, sea por que fueron rechazadas por el fallo de la instancia, o bien, porque en ningún momento procesal –anterior o posterior a la sentencia- fueron consentidas por su parte.

2. Es así que, a la hora de descifrar aquellos aspectos, respecto de los que la impugnante conservaría –en esta instancia- un interés actual, cierto y definido -presupuesto ineludible de todo recurso de apelación (argto. doct. esta Cámara, causa A-625-DO1 “Soc. de Fomento Cariló”, sent. del 24-II-2009)-, ha menester repasar, bien que con carácter sucinto, los antecedentes relevantes del presente caso. Veamos:

a. En lo que aquí interesa recordar, el actor, Sr. Eduardo Francisco Cortés, promovió -por apoderado- demanda contencioso administrativa contra la Provincia de Buenos Aires (Dirección Provincial de Energía), con el objeto que se declare la constitución definitiva de la servidumbre de gasoducto “Cerri-CTTB” que pesa sobre el inmueble de su propiedad (Circ. II, Sección D, Chacra 368, Fracción I, Parc. 1, Mat. 12.468-7-) y se ordene, consecuentemente, su inscripción en el Registro de la Propiedad Inmueble provincial. Peticionó, al mismo tiempo, el pago de la indemnización correspondiente, debidamente reajustada y con más sus intereses (cfr. fs. 02/10, demanda de fecha 06-9-2005).

b. En su escrito de responde (cfr. fs. 16/21) la accionada planteó –como única defensa de fondo de su parte- la prescripción de la acción para exigir el pago de la indemnización por la servidumbre de gasoducto constituida en el predio del actor. Sostuvo, en lo sustancial, que por resultar de aplicación al caso el plazo decenal previsto por el art. 4023 del Código Civil, la acción se encuentra visiblemente prescripta, en atención al tiempo transcurrido desde que se inició la obra hasta la fecha en que se interpuso la demanda judicial. Citó e invocó jurisprudencia en apoyo de su postura.

Sin perjuicio de la defensa interpuesta “… y para el hipotético caso del rechazo de la misma”, adjuntó expediente administrativo N° 5.100-12096/06 (Fiscalía de Estado), en cuyo seno lucen agregados los informes de la “Dirección Provincial de Energía”, más los planos y croquis de afectación del gasoducto involucrado, cuya existencia claramente reconoció. Fecho, y a fin de dar cumplimiento con los restantes recaudos establecidos en la ley, propuso al experto tasador correspondiente por su parte –Gastón Laffite- y delimitó, consecuentemente, los puntos de pericia necesarios para el despliegue de tal faena. Finalmente, replicó el planteo de inconstitucionalidad realizado por el actor, respecto del régimen de costas instituido en el art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.

c. A fs. 56/61, el entonces magistrado de la instancia dictó sentencia definitiva en la causa.

(i) Expresó, en lo que aquí concierne, que la presente contienda se plantea en el marco de la ley 10.540, ordenamiento al cual se le aplican -en lo pertinente- las disposiciones de la ley 8.398 y, a ésta última, los preceptos contenidos en la ley 5.708 -de expropiaciones- y el C.P.C.C., con carácter supletorio.

Subrayó que, en el caso, ha sido el titular del dominio quien –en forma espontánea- ha solicitado la declaración de constitución de servidumbre, “en una suerte de acción de servidumbre indirecta o inversa, supuesto no capturado por las leyes específicas [en la materia], [pero] sí por la ley de expropiaciones (arts. 41 –texto ley 7.297- y 42), norma que, por lo [antes] expresado le resultaría supletoriamente aplicable”.

Recordó, sobre este punto, que el origen del planteo judicial inverso [sic] reside en el art. 17 de nuestra Constitución Nacional, en la medida que el apoderamiento, la indebida restricción o, en su caso, la limitación efectuada por la “Administración Pública” al derecho del propietario, da lugar, precisamente, a la acción de expropiación irregular.

(ii) Bajo tales lineamientos, se abocó al tratamiento de la defensa de prescripción articulada por la parte demandada.

Resaltó liminarmente que, en la materia, ha tenido la posibilidad de resolver –en numerosas oportunidades- en sentido adverso al pregonado por la demandada (vg. causa N° 2.294 “Servipetro Bahía S.R.L.”), criterio que fuera compartido, según indicó, por el entonces Tribunal de alzada de su juzgado.

En consecuencia, reiteró textualmente el criterio expuesto en dicho pronunciamiento, aunque teniendo en cuenta las diferencias resultantes de tratarse, en aquel juicio, de la constitución de una servidumbre de electroducto y, en el presente, de una similar pero de gasoducto.

De esta forma, explicó que las partes concuerdan en lo que constituye el sustento fáctico de la pretensión, a saber: la existencia misma del gasoducto (su emplazamiento); el sometimiento del predio del actor a un derecho real de servidumbre administrativa; y la inexistencia de fijación y consecuente pago de la indemnización correspondiente a la limitación dominial.

Por el contrario –señaló- “la discrepancia … se reduce, entonces, a determinar si la acción procesal intentada está aún con vida o ha perecido para el actor”. Anticipando respuesta a dicho interrogante, se inclinó por brindar solución favorable a los intereses defendidos por la parte actora.

Argumentando su posición, expresó que la suerte del presente litigio es definida por el juego armónico de aquellas normas que brindan un marco jurídico adecuado para el correcto ejercicio de las facultades interventoras del Estado en la materia (vg. art. 17 Const. Nac.; 31 Const. Pcial. –inviolabilidad de la propiedad privada-; ley 8.398 –regulatoria de la servidumbre administrativa de electroducto-; ley 10.540) y la clara doctrina elaborada por los supremos Tribunales de Justicia (vgr. C.S.J.N. y S.C.B.A.) al interpretar el instituto de la prescripción.

Adunó, en abundancia, que no caben dudas de que, como contrapartida a la facultad interventora del Estado en el dominio privado por vía de servidumbre, existe el derecho del particular afectado a recibir una indemnización que, en el caso, valga para compensar el sacrificio especial que éste debe soportar a causa de la restricción dominial que le impone el titular de la servidumbre.

Aclaró, por otra parte, que desde un punto de vista sustancial el objeto de este juicio reviste un carácter dual: por un lado, persigue la efectiva constitución de la servidumbre y, por el otro, el pago de la indemnización legal correspondiente.

Así, y “si bien la ley en la materia no admite la posibilidad de que el propietario pueda demandar la constitución de la servidumbre, sí lo hace –en su órbita- la ley general de expropiaciones 5.708 (art. 41 y ss.) por lo cual, a tenor de lo dispuesto por el art. 35 de la ley 8.398, sus disposiciones resultan enteramente aplicables en forma supletoria al proceso de constitución de servidumbre, en tanto se trate de aspectos no contemplados en su texto”. Invocó, en apoyo de lo dicho, el criterio sentado en la causa Ac. 82.155 “Amszynovsky” por la casación provincial y remarcó que idéntica solución corresponde predicar respecto de aquellos aspectos vinculados con el reclamo indemnizatorio y su eventual pérdida por el transcurso del tiempo.

Sentado ello, reseñó que durante largo tiempo la postura predominante en el cimero Tribunal Provincial fue que la prescripción de la acción por cobro de la indemnización proveniente de una expropiación –criterio aplicable también a las servidumbres administrativas- se producía merced al transcurso del plazo decenal fijado por el art. 4.023 del Código Civil, término que se contaba a partir del momento en que se configuraban los supuestos del art. 41 de la ley 5.708 (vg. causas Ac. 52.386 “Pefaure”; Ac. 57.047; Ac. 57.048, entre muchas otras). Empero –aclaró- un nuevo examen de la cuestión a partir del fallo dictado por la C.S.J.N. en los autos “Garden” sirvió para cambiar el rumbo jurisprudencial existente en nuestra S.C.B.A. (vg. causa Ac. 77.720 “Charles”, sent. del 27-XII-2002; voto de la Dra. Kogan en la causa Ac. 85.060 “Aguilar”, sent. del 01-IV-2004).

Amparado en la doctrina que emana de dichos precedentes, que en lo sustancial transcribió, juzgó que “… la admisión del criterio pretendido por la demandada, importaría la configuración de un verdadero despojo patrimonial para el propietario afectado, lo que, obviamente, contradice de modo manifiesto la clara garantía constitucional en juego”. Por consiguiente –concluyó- “… la postura sostenida por la accionada, con fundamento en doctrina legal superada ya hace tiempo y con un criterio que se ha venido consolidando en el tiempo sin fisuras, no resulta admisible, correspondiendo rechazar la defensa de prescripción opuesta”.

(iii) Resuelta dicha defensa, teniendo en cuenta la expresa conformidad prestada por la actora a los términos de la tasación practicada por la demandada –a su entender representativos de un justo resarcimiento-, y luego de haber constatado los antecedentes relevantes del caso (exptes. administrativos N° 2.872 y N° 2.403-1.416, alc. 21/06) y encontrado reunidos los recaudos legales que habilitan la procedencia del reclamo fondal incoado, declaró constituida –a favor de la Dirección Provincial de Energía, dependiente del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos de la Provincia de Buenos Aires- la servidumbre administrativa de gasoducto, sobre el inmueble de propiedad del actor y fijó –en su favor- la indemnización correspondiente por la suma de pesos ciento veinte mil ciento veintiocho con ochenta centavos ($ 120.128,80). Rechazó, finalmente, el planteo de inconstitucionalidad del art. 51 inc. 1° del C.P.C.A. argüído por la actora –al considerarlo inaplicable al caso-, e impuso, en consecuencia, las costas del proceso a la parte demandada (conf. art. 68 del C.P.C.C.).

3. Bien ha sabido advertir el juez de grado, en criterio que aquí comparto, que la única cuestión controvertida -por la aquí apelante- en la causa se encamina a determinar si la acción indemnizatoria intentada está aún con vida o si –por el contrario- ella ha perecido para el actor, como consecuencia del transcurso del tiempo.

Ello así pues no ha mediado divergencia en cuanto a la concurrencia de los restantes aspectos configurativos de la litis, esto es, el emplazamiento mismo del gasoducto sobre el inmueble propiedad del actor (es decir, su existencia), el sometimiento de dicho predio al derecho real de servidumbre tipificado por la ley 10.540; la reunión de los presupuestos necesarios para la constitución definitiva de dicha restricción y, finalmente, la cuantía resarcitoria que –a todo evento- fuera ofrecida por la parte demandada en su libelo de responde.

Por lo tanto, y como corolario del pensamiento bosquejado en las líneas iniciales de este apartado, concluyo que la labor revisora que compete a esta alzada debe quedar ceñida al estudio exclusivo de aquella única cuestión, es decir, la defensa de prescripción de la acción resarcitoria deducida por la demandada en su escrito responde (cfr. fs. 16/21).

Con el alcance señalado, voto por la afirmativa.

La señora Juez doctora Sardo, por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, y con el mismo alcance, vota la segunda cuestión por la afirmativa.

A la tercera cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

Corresponde hacer lugar al recurso de apelación interpuesto.

1. Es doctrina reiterada del Cimero Tribunal Federal -en materia expropiatoria- que la adquisición del dominio sobre el bien expropiado por el Estado hállase sujeta al pago de una indemnización previa fijada en la sentencia definitiva del juicio expropiatorio y que sólo a partir de ese momento puede comenzar a correr el plazo de la prescripción, puesto que, al resultar el resarcimiento una condición indispensable para el desapropio, el derecho al cobro del valor del bien expropiado ha de calificarse como ilíquido e inexigible hasta tanto exista una sentencia judicial que determine –concretamente- su precio (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 315:596; 320:1263; 327:1706). Así, cualquiera que fuere el plazo extintivo al que se pretenda sujetar la acción expropiatoria irregular, no cabe admitir el inicio de su cómputo sino hasta que se hayan cumplido los requisitos previstos por el art. 17 de nuestra Constitución Nacional (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 330:3635).

Tal enfoque jurisprudencial guarda sintonía con la posición actualmente vigente –para idéntica materia- en nuestra Corte provincial, criterio adoptado a partir del fallo dictado en la causa Ac. 77.720 “Charles S.A.” (sent. del 27-XII-2002) modificatorio de la anterior doctrina que propugnaba la prescripción decenal de la acción expropiatoria inversa (conf. art. 4023 del Cód. Civ.; doct. causa Ac. 52.386 “Pefaure”, sent. del 26-VII-1994).

2. Empero, y tal como se reseñará a continuación, distinto es el criterio imperante en lo que concierne al plazo de prescripción aplicable a los juicios que –como el presente- discurren sobre servidumbres administrativas. He aquí donde se aprecia el error de juzgamiento que porta la sentencia apelada.

Repárese que, en la materia, el último precedente de nuestra S.C.B.A. data del año 1996 (causa Ac. 57.659 “Moro–Hue S.A. s. Servidumbre de Electroducto”, sent. del 27-XII-1996). En dicha oportunidad se sostuvo (aplicando analógicamente la doctrina sentada en la ya citada causa “Pefaure”; conf. art. 35 ley 8.398, arts. 41 y 55 ley 5.708) que a este tipo de acciones le resulta aplicable el plazo de prescripción decenal previsto en el art. 4023 del Código Civil, término cuyo cómputo se inicia a partir del momento en que se configuran los supuestos descriptos en el art. 41 de la ley 5.708.

Y si bien es cierto –como podrá apreciarse- que dicho precedente se apuntala en una doctrina legal que –al día de la fecha- ha quedado superada (aunque bien cabe aclarar que con respecto a los procesos de expropiación inversa), no lo es menos que -al evaluar la causa en la órbita extraordinaria federal (art. 14 ley 48)- el Máximo Tribunal de Justicia Federal ha sabido convalidar -no obstante ello- la posición allí asumida por la casación provincial (doct. C.S.J.N. Fallos 330:444 “Moro-Hue S.A.”, sent. del 06-3-2007).

Es que, el mentado Tribunal, no sólo declaró –por falta de agravio federal suficiente, conf. art. 280 del C.P.N.- la inadmisibilidad del recurso extraordinario llevado ante sus estrados (conf. primer considerando), sino que, al mismo tiempo expresó, como obiter dictum, que el hecho de que la ley 8.398 –vgr. servidumbre de electroducto- remita en todo lo no establecido por ella a las disposiciones de la ley provincial de expropiaciones (ley 5.708), no justifica en modo alguno la aplicación extensiva o analógica de los precedentes concebidos a la luz de este último cuerpo legal (vgr. Fallos 304:862; 315:596), desde que el objeto de los juicios vinculados a las servidumbres administrativas –según se dijo- no es el mismo que el propio e inherente a las expropiaciones inversas (del voto de los ministros Lorenzetti y Maqueda).

Con todo, y mas allá del acierto o desacierto que pudiera envolver este ejercicio valorativo diverso –frente a dos supuestos fácticos que, pese a sus indudables diferencias, guardan grandes similitudes-, lo cierto es que la doctrina legal vigente –para casos como el aquí examinado- (servidumbres administrativas) es la que postula, sin cortapisas, la aplicación del plazo liberatorio decenal previsto por el art. 4023 del Código Civil, término que comenzará a computarse a partir del momento en que se configure alguno de los supuestos previstos por el art. 41 de la ley 5.708 (conf. doct. S.C.B.A. causa Ac. 57.659 “Moro–Hue S.A”, citada).

3. En consecuencia, volviendo al caso de marras, y teniendo en cuenta que los trabajos vinculados a la construcción del gasoducto “Cerri CTBB” se remontan al año 1980 (cfr. informe pericial de fs. 29/34), cabe concluir que, dada la fecha de interposición de la demanda (06-9-2005, cfr. fs. 10), la acción resarcitoria se encuentra -aún en la postura más beneficiosa para el actor- claramente prescripta (conf. doct. citada; argto. art. 41 ley 5.708; art. 35 ley 8.398; arts. 1° y 2° ley 10.540).
Bien entendido que la prescripción, como innegable institución de orden público que alcanza a todas las ramas del derecho, persigue y tutela valores tales como el orden y la seguridad jurídicos, y tiende a sanear situaciones cuya prolongada indefinición atenta, no sólo contra los derechos patrimoniales reconocidos en nuestra Constitución Nacional (vgr. art. 17), sino también contra los principios generales que desde antaño consagran los deberes de no dañar al otro, vivir honestamente y dar a cada uno lo suyo (cfr. doct. S.C.B.A. causas Ac. 57.659 “Moro–Hue S.A”, citada; Ac. 57.048 “Alvarez de Echeverry Boneo”, sent. del 18-III-1997).

4. Resta aclarar finalmente que, en atención al nuevo resultado del pleito, no se han pasado por alto aquellas defensas y reparos con los que la actora  -en la instancia de grado- resistió a la defensa de prescripción deducida por la demandada, pues ellos encuentran adecuada réplica en los puntos 2 y 3 precedentes. De este modo –y anticipando que dichos cuestionamientos no logran torcer la suerte de esta cuestión- doy por cumplido con aquellos postulados superiores que -ante este tipo de supuestos- tornan operativa la figura de la llamada adhesión implícita a la apelación (argto. doct. S.C.B.A. causas C. 98.059 “Passadore de Mónaco”, sent. del 7-V-2008; C. 101.1860 “Calió”, sent. del 11-III-2009; C. 99.315 “Greco”, sent. del 25-II-2009, entre otros).

5. Por las razones brindadas, corresponde hacer lugar al recurso de apelación deducido por la parte demandada (fs. 65), revocando –en consecuencia- el pronunciamiento de grado en cuanto desestimó la defensa de prescripción argüída por la demandada. Por imperio de lo normado por el art. 274 del C.P.C.C., las costas de la instancia de grado deberán ser soportadas por la parte actora (argto. arts. 23 y 35 ley 8.398; arts. 1° y 2° ley 10.540) y, al no mediar contradicción, los causídicos de esta alzada correrán por su orden (art. 68 del C.P.C.C.). Cabrá diferir, finalmente, la regulación de honorarios para su oportunidad (argto. art. 31 ley 8.904).

Así lo voto.

La señora Juez doctora Sardo, por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, adhiere a la solución propuesta para el tercer interrogante planteado, votando en igual sentido.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en la ciudad de Mar del Plata, dicta la siguiente:
SENTENCIA

1. Declarar la admisibilidad formal del recurso de apelación interpuesto a fs. 65 por la parte accionada (arts. 20, 22 ley 8.398; art. 2° ley 10.540).

2. Hacer lugar al recurso de apelación deducido, revocando el pronunciamiento de grado en cuanto impuso a la accionada la obligación de indemnizar al actor por la suma de $ 120.128,80, toda vez que –conforme aquí se decide- la acción resarcitoria para perseguir el cobro de dicha suma se encuentra prescripta (art. 4023 C.C. y doct. citada).

3. Imponer al actor las costas correspondientes a las actuaciones de grado (argto. arts. 23 y 35 ley 8.398; arts. 1° y 2° ley 10.540). Costas de esta alzada en el orden causado por no mediar contradicción.

4. Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 ley 8904).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
